
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La presente reforma al Artículo 14 de la Ordenanza para la Prevención, Atención Integral y 

Erradicación de la Violencia contra las Mujeres y las Personas de las Diversidades Sexo-

Genéricas del Cantón Gualaquiza responde a la necesidad de actualizar y adecuar los 

integrantes del Sistema Local de Prevención y Erradicación de la Violencia de Género a la 

realidad institucional vigente en el cantón Gualaquiza 

Se fundamenta principalmente en la reestructuración institucional, que ha implicado la fusión 

de ministerios, el cambio de competencias y la modificación en la denominación oficial de 

varias instituciones públicas con representación en el cantón Gualaquiza. 

Esta adecuación es indispensable para asegurar la correcta coordinación interinstitucional y 

garantizar una respuesta integral y eficiente en la prevención y erradicación de la violencia de 

género, así como en la atención a las víctimas, ajustándose a la normativa local vigente. 

En resumen, la reforma tienen como finalidad mantener actualizada la normativa cantonal, 

asegurar que la integración de la Mesa Interinstitucional responda a la estructura vigente de las 

instituciones públicas y fortalecer la articulación más efectiva de políticas y acciones conjuntas  

entre los organismos responsables de la prevención, atención, protección y restitución de los 

derechos de las víctimas de violencia.    

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: El Ecuador es 

un Estado Constitucional de Derechos y justicia social.  

Que, el artículo 3, de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “Son deberes 

primordiales del Estado: Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos 

establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en particular la 

educación, salud, la alimentación, la seguridad social, y el agua para sus habitantes”; en 

concordancia con el Artículo 10 ibídem, que determina: “Las personas, comunidades, pueblos, 

nacionalidades y colectivos son titulares y gozarán de los derechos garantizados en la 

Constitución y en los instrumentos internacionales”. 

Que, el artículo 11, numeral 2 de la Constitución de la República del Ecuador define que: 

“Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades. 

Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad 

de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasado 

judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud, 

portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o 

colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el 

reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de 

discriminación. El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad 

real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad; y, el 

numeral 9 establece que, el más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los 

derechos garantizados en la Constitución”. 

Que, el inciso primero del numeral 3 del artículo 11 de la Constitución de la República del 

Ecuador determina que los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por 



y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición 

de parte; y que no podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar su violación o 

desconocimiento; 

Que, el artículo 35, de la Constitución de la República del Ecuador, consagra que: “Las 

personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con 

discapacidad, personas privadas de la libertad y quienes adolezcan de enfermedades 

catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos 

público y privado. La misma atención prioritaria recibirán las personas en situación de riesgo, 

las víctimas de violencia doméstica y sexual, maltrato infantil, desastres naturales 

antropogénicos. El Estado prestará especial protección a las personas en condición de doble 

vulnerabilidad”. 

Que, los artículos 44, 45 y 46, de la Constitución de la República del Ecuador, instala los 

derechos de la niñez y la adolescencia, disponiendo al Estado, la sociedad y la familia en sus 

diversos tipos, la promoción de su desarrollo integral de una manera prioritaria, atendiendo al 

principio del interés superior y sus derechos prevalecerán sobre los de las demás personas. 

Que, dentro de los derechos de libertad, en su artículo 66 numeral 3, de la Constitución de la 

República del Ecuador, se reconoce y garantizará a las personas: El derecho a la integridad 

personal, que incluye: a) La integridad física, psíquica, moral y sexual. b) Una vida libre de 

violencia en el ámbito público y privado.  El Estado adoptará las medidas necesarias para 

prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia, en especial la ejercida contra las 

mujeres, niñas, niños y adolescentes, personas adultas mayores, personas con discapacidad y 

contra toda persona en situación de desventaja o vulnerabilidad; idénticas medidas se tomarán 

contra la violencia, a esclavitud y la explotación sexual. c) La prohibición de la tortura, la 

desaparición forzada y los tratos y penas crueles, inhumanos o degradantes. d) La prohibición 

del uso de material genético y la experimentación científica que atenten contra los derechos 

humanos. 

Que, el artículo 70, de la Constitución de la República del Ecuador, define que: “El Estado 

formulará y ejecutará políticas para alcanzar la igualdad entre hombres y mujeres, a través del 

mecanismo especializado de acuerdo con la ley, e incorporará el enfoque de género en planes 

y programas y brindará asistencia técnica para su obligatoria aplicación en el sector público”. 

Que, el artículo 82, de la Constitución de la República del Ecuador, define que: “El derecho a 

la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas 

jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes”. 

Que, el artículo 156, de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: “Los consejos 

nacionales para la igualdad son órganos responsables de asegurar la plena vigencia y el ejercicio 

de los derechos consagrados en la Constitución y en los instrumentos internacionales de 

Derecho Humanos. Los consejos ejercerán atribuciones en la formulación, transversalización, 

observancia, seguimiento y evaluación de las políticas públicas relacionadas con las temáticas 

de género, generacionales, interculturales y de discapacidades y movilidad humana de acuerdo 

con la ley. Para el cumplimiento de sus fines se coordinarán con las entidades rectoras y 

ejecutoras y con los organismos especializados en la protección de derechos en todos los niveles 

de gobierno.  



Que, el Artículo 275, dice: “El régimen de desarrollo es el conjunto organizado, sostenible y 

dinámico de los sistemas económicos, políticos, socio-culturales y ambientales, que garantizan 

la realización del buen vivir, del sumak kawsay.  El Estado planificará el desarrollo del país 

para garantizar el ejercicio de los derechos, la consecución de los objetivos del régimen de 

desarrollo y los principios consagrados en la Constitución.  La planificación propiciará la 

equidad social y territorial, promoverá la concertación, y será participativa, descentralizada, 

desconcentrada y transparente.  El buen vivir requiere que las personas, comunidades, pueblos, 

y nacionalidades gocen efectivamente de sus derechos y ejerzan responsabilidades en el marco 

de la interculturalidad, del respeto a sus diversidades y de la convivencia armónica con la 

naturaleza”. 

Que, el Artículo 277, manifiesta: “Para la consecución del buen vivir, serán deberes generales 

del Estado: 1. Garantizar los derechos de las personas, las colectividades y la naturaleza.  2. 

Dirigir, planificar y regular el proceso de desarrollo.  3. Generar y ejecutar las políticas públicas, 

y controlar y sancionar su incumplimiento.  4. Producir bienes, crear y mantener infraestructura 

y proveer servicios públicos. 5. Impulsar el desarrollo de las actividades económicas mediante 

un orden jurídico e instituciones políticas que las promuevan, fomenten y defiendan mediante 

el cumplimiento de la Constitución y la ley.  6. Promover e impulsar la ciencia, la tecnología, 

las artes, los saberes ancestrales y en general las actividades de la iniciativa creativa 

comunitaria, asociativa, cooperativa y privada”. 

Que, el artículo 331, de la Constitución de la República del Ecuador, manifiesta: “El Estado 

garantizará a las mujeres igualdad en el acceso al empleo, a las formación y promoción laboral 

y profesional, a la remuneración equitativa, y a la iniciativa de trabajo autónomo.  Se adoptarán 

todas las medidas necesarias para eliminar las desigualdades. Se prohíbe toda forma de 

discriminación, acoso o acto de violencia de cualquier índole, sea directa o indirecta, que afecte 

a las mujeres en el trabajo”.  

Que, el artículo 340, de la Constitución de la República del Ecuador, instaura el sistema 

nacional de inclusión y equidad social   como el conjunto articulado y coordinado de sistemas, 

instituciones, políticas, normas, programas y servicios que aseguran el ejercicio, garantía y 

exigibilidad de los derechos reconocidos en la Constitución y el cumplimiento de los objetivos 

del régimen de desarrollo. 

Que, el artículo 341, de la Constitución de la República del Ecuador, manda que, el Estado 

generará las condiciones para la protección integral de sus habitantes a lo largo de sus vidas, 

que aseguren los derechos y principios reconocidos en la Constitución, en particular la igualdad 

en la diversidad y la no discriminación, y priorizará su acción hacia aquellos grupos que 

requieran consideración especial por la persistencia de desigualdades, exclusión, 

discriminación o violencia, o en virtud de su consideración etaria, de salud o de discapacidad. 

La protección integral funcionará a través de sistemas especializados, de acuerdo con la ley. 

Los sistemas especializados se guiarán por sus principios específicos y los del sistema nacional 

de inclusión y equidad social; lo que va de la mano con lo establecido en el artículo 342, que 

refiere: “El Estado asignará, de manera prioritaria y equitativa, los recursos suficientes, 

oportunos y permanentes para el funcionamiento y gestión del sistema”. 

Que, el artículo 347 numeral 6, de la Constitución de la República del Ecuador, manifiesta: 

Será responsabilidad del Estado: Erradicar todas las formas de violencia en el sistema educativo 

y velar por la integridad física, psicológica y sexual de las estudiantes y los estudiantes;  



Que, el artículo 417, de la Constitución de la República del Ecuador, define que: “Los tratados 

internacionales ratificados por el Ecuador se sujetarán a lo establecido en la Constitución. En 

el caso de los tratados y otros instrumentos internacionales de derechos humanos se aplicarán 

los principios pro ser humano, de no restricción de derechos, de aplicabilidad directa y de 

cláusula abierta establecidos en la Constitución”. 

Que, la Convención sobre Eliminación de toda forma de Discriminación contra la mujer 

CEDAW, aprobada por Naciones Unidas en 1979 y ratificada por 187 países que incluye 

Ecuador exige a los Estados Partes en el artículo 15 a no discriminar estableciendo que “todo 

contrato o instrumento que limite la capacidad jurídica de la mujer “se considerará nulo”, que 

se modifique el papel tradicional de hombres y mujeres en la sociedad y en la familia y tomar 

medidas para eliminar la discriminación, mediante acciones positivas que son “medidas 

especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad”, que no se considerarán 

discriminación hasta alcanzar los objetivos de igualdad real entre hombres y mujeres;  

Que, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 

Mujer Belém do Pará, Brasil, en 1994, formaliza la definición de la violencia contra las mujeres 

como una violación de derechos humanos y establece por primera vez el desarrollo de 

mecanismos de protección y defensa de los derechos de las mujeres, en la lucha para eliminar 

la violencia, tanto en el ámbito público como en el privado;  

Que, la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer de las Naciones Beijing 1995, sustituyó la 

expresión “derechos de la mujer” por la noción de género, coloca por primera vez la violencia 

contra las mujeres, por el sólo hecho de ser mujeres, en el marco de los derechos humanos, 

incluyendo la violencia física, psicológica o sexual, así como las amenazas de sufrir violencia 

en el contexto familiar, en la comunidad y en el Estado, tanto en la vida pública como en la 

privada;  

Que, la UNESCO en el año 2014 establece que “… la igualdad de género, en los ámbitos del 

patrimonio, la creatividad y la diversidad cultural, son sus prioridades esenciales; resalta la 

igualdad de participación, acceso y contribución a la vida cultural de las mujeres y los hombres 

como un derecho. Reconoce que el acceso a la cultura es restringido para ciertos grupos 

sociales, particularmente mujeres y niñas que enfrentan grandes obstáculos que les 

imposibilitan participar en la vida cultural de sus comunidades; el ‘techo de cristal’ les impide 

optar por puestos de dirección, liderazgo y toma de decisiones; la persistencia de estereotipos 

negativos y limitaciones de la libertad de expresión son entre otros desafíos para los gobiernos, 

comunidades y la sociedad civil…”  

Que, Ecuador ha suscrito y ratificado la Convención para la Eliminación de todas las Formas 

de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) de julio de 1980 y noviembre del 1981; es 

adherente de la Convención Interamericana para Prevenir, sancionar y Erradicar la Violencia 

Contra la Mujer Belém do Para de enero de 1995;  

Que, a partir de la V Conferencia de Naciones Unidas sobre las Mujeres, en Beijing 1995, y la 

aprobación de la Plataforma de Acción, se fortalece el rol político de las mujeres en la 

promoción de sus derechos políticos y su participación en la toma de decisiones que se traduce 

en la Constitución Ecuatoriana de 1998 que incorpora la promoción y fortalecimiento de la 

igualdad de género y de los derechos humanos de las mujeres en especial el derecho a la 

integridad personal y a una vida libre de violencia, a la igualdad ante la ley y la no-

discriminación;   



Que, el párrafo 4 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los principios fundamentales 

de justicia para las víctimas de delitos y abuso del poder determina que: Las víctimas serán 

tratadas con compasión y respeto por su dignidad. Tendrán derecho al acceso a los mecanismos 

de la justicia y a una pronta reparación del daño que hayan sufrido, según lo dispuesto en la 

legislación nacional; lo que es concordante con el párrafo 5 que refiere que se establecerán y 

reforzarán, cuando sea necesario, mecanismos judiciales y administrativos, que permitan a las 

víctimas obtener reparación mediante procedimientos oficiales u oficiosos que sean expeditos, 

justos, poco costosos y accesibles. Se informará a las víctimas de sus derechos para obtener 

reparación mediante esos mecanismos. 

Que, el numeral 2 del Artículo 3 y numeral 1 del Artículo 19 de la Convención sobre los 

Derechos del Niño, establece: “Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la 

protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos 

y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, 

tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas”; así como adoptarán todas 

las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño 

contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos 

o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los 

padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo”. 

Que, el artículo 3, numeral 3, de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, determina que 

es necesario: “Instituir mecanismos y procedimientos para la aplicación e implementación de 

medios de acción afirmativa que promuevan la participación a favor de titulares de derechos 

que se encuentren situados en desigualdad.”  

Que, el artículo 3, del Código Orgánico de Ordenamiento Territorial Autonomías y 

Descentralización (COOTAD), de los Principios, a) Unidad, inciso 5, resuelve que la: “La 

Igualdad de trato implica que todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, 

deberes y oportunidades, en el marco del respeto a los principios de interculturalidad, y 

plurinacional, equidad de género, generacional, los usos y costumbres”. 

Que, el artículo 7, del COOTAD, confiere facultad normativa que señala que: “Para el pleno 

ejercicio de sus competencias y de las facultades que de manera concurrente podrán asumir, se 

reconoce a los consejos regionales y provinciales, concejos metropolitanos y municipales, la 

capacidad para dictar normas de carácter general, a través de ordenanzas, acuerdos y 

resoluciones, aplicables dentro de su circunscripción territorial”.  

Que, el artículo 54, literal j, del COOTAD, establece al Gobierno Autónomo Descentralizado 

Municipal: “Implementar los sistemas de protección integral del cantón que aseguren el 

ejercicio, garantía y exigibilidad de los derechos consagrados en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales, lo cual incluirá la conformación de los consejos cantonales, juntas 

cantonales y redes de protección de derechos de los grupos de atención prioritaria. Para la 

atención de las zonas rurales coordinará con los Gobiernos Autónomos Parroquiales y 

Provinciales”. 

Que, el artículo 55 literal b, del COOTAD señala que: Son funciones del Gobierno Autónomo 

Descentralizado las siguientes: Diseñar e implementar políticas de construcción de la equidad 

y la inclusión en su territorio, en el marco de las competencias constitucionales y legales; 



Que, el artículo 64, literal k, del Código Orgánico de Ordenamiento Territorial y Autonomías 

y Descentralización establece al Gobierno autónomo descentralizado parroquial rural 

“Promover los sistemas de protección integral a los grupos de atención prioritaria para 

garantizar los derechos consagrados en la Constitución, en el marco de sus competencias”. 

Que, el art 148 del COOTAD sobre el ejercicio de las competencias de protección integral a la 

niñez y adolescencia determina: “Los gobiernos autónomos descentralizados ejercerán las 

competencias destinadas a asegurar los derechos de niñas, niños y adolescentes que les sean 

atribuidas por la Constitución, este Código y el Consejo Nacional de Competencias en 

coordinación con la ley que regule el sistema nacional descentralizado de protección integral 

de la niñez y la adolescencia. Para el efecto, se observará estrictamente el ámbito de acción 

determinado en este Código para cada nivel de gobierno y se garantizará la organización y 

participación protagónica de niños, niñas, adolescentes, padres, madres y sus familias, como 

los titulares de estos derechos; lo cual el Artículo 598 ibídem, refiere: La conformación y 

funcionamiento, atribuciones del Consejo Cantonal de Protección de Derechos. 

Que, el artículo 249, ibídem señala que el presupuesto para grupos de atención prioritaria dice: 

“no se aprobará el presupuesto del Gobierno Autónomo Descentralizado si en el mismo no se 

asigna al menos el 10% de sus ingresos no tributarios para el financiamiento de la planificación 

y ejecución de programas sociales para atención a grupos de atención prioritaria; 

Que, el artículo 1 de la LEY ORGÁNICA INTEGRAL PARA PREVENIR Y ERRADICAR 

LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES tiene por Objeto “prevenir y erradicar todo tipo 

de violencia contra las mujeres: niñas, adolescentes, jóvenes, adultas y adultas mayores, en toda 

su diversidad, en los ámbitos público y privado; en especial, cuando se encuentran en múltiples 

situaciones de vulnerabilidad o de riesgo, mediante políticas y acciones integrales de 

prevención, atención, protección y reparación de las víctimas; así como a través de la 

reeducación de la persona agresora y el trabajo en masculinidades.  

Se dará atención prioritaria y especializada a las niñas y adolescentes en el marco de lo 

dispuesto en la Constitución de la República e instrumentos internacionales ratificados por el 

Estado ecuatoriano”;   

Que, el artículo 5 de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las 

Mujeres establece que su implementación es obligación ineludible del Estado en todos sus 

niveles de gobierno;   

Que, el artículo 13 de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra 

las Mujeres establece como mecanismo para la implementación descentralizada y 

desconcentrada de las normas, políticas, planes, programas, mecanismos y actividades la 

integración del Sistema Nacional Integral para prevenir y erradicar la violencia contra las 

mujeres;   

Que, el artículo 19 de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra 

las Mujeres reconoce como instrumentos de política pública las estrategias de prevención y 

erradicación de la violencia contra las mujeres que formuladas participativamente forman parte 

de los Planes de desarrollo y ordenamiento territorial de todos los niveles de gobierno;   

Que, el artículo 38 de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra 

las Mujeres establece como atribución de los gobiernos autónomos descentralizados a) Diseñar, 



formular y ejecutar normativa y políticas locales para la prevención y erradicación de la 

violencia contra las mujeres, niñas, adolescentes, jóvenes, adultas y adultas mayores; de 

acuerdo con los lineamientos generales especializados de diseño y formulación de la política 

pública otorgada por el ente rector del Sistema Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia 

contra las Mujeres; b) Formular y ejecutar ordenanzas, resoluciones, planes y programas para 

la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres, niñas, adolescentes, jóvenes, 

adultas y adultas mayores; c) Crear y fortalecer Juntas Cantonales de Protección de Derechos, 

así como capacitar al personal en atención y emisión de medidas; d) Promover la creación de 

Centros de Equidad y Justicia para la Protección de Derechos y brindar atención a las mujeres 

víctimas de violencia de género, con equipos técnicos y especializados; e) Garantizar a las 

mujeres víctimas de violencia de género, los servicios integrales de casas de acogida con 

personal especializado, tanto en los cantones como en las provincias, que pueden para su 

garantía, establecerse en mancomunidad o a través de alianzas público- privadas, debidamente 

articulados con la Red de Casas de Acogida a nivel nacional; f) Promover campañas de 

prevención y erradicación de la violencia de género contra las mujeres, dirigidas a la 

comunidad, según su nivel de competencia; g) Establecer mecanismos para la detección y 

derivación a las instituciones del Sistema, de los casos de violencia de género contra las 

mujeres; h) Diseñar e implementar un sistema de recolección de información sobre casos de 

violencia de género contra las mujeres, niñas, adolescentes, jóvenes, adultas y adultas mayores, 

que actualice permanentemente el Registro de Violencia contra las Mujeres; i) Implementar 

protocolos de detección, valoración de riesgo, información y referencia de mujeres víctimas de 

violencia de acuerdo con los lineamientos establecidos en el Registro de Violencia de Género 

contra las Mujeres; j) Evaluar de manera periódica el nivel de satisfacción de las usuarias en 

los servicios de atención especializada para víctimas; k) Remitir la información necesaria para 

la construcción de estadísticas referentes al tipo de infracción, sin perjudicar la confidencialidad 

que tienen la naturaleza del tipo de causas; l) Desarrollar mecanismos comunitarios o barriales 

de prevención como alarmas, rondas de vigilancia y acompañamiento, adecentamiento de 

espacios públicos, en conjunto con la Policía Nacional y demás instituciones involucradas; m) 

Promover iniciativas locales como Mesa Intersectorial de Violencia, Sistema Provincial 

Integrado de Prevención y Atención de las Víctimas de Violencia de Género y, servicios de 

atención de casos de violencia de género; Redes locales, regionales y provinciales, de 

organismos públicos y organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la temática, entre otras; 

n) Definir instrumentos para el estricto control de todo espectáculo público a fin de prohibir, 

suspender o clausurar aquellos en los que se promuevan la violencia o discriminación; o la 

reproducción de estereotipos que reproducen la desigualdad; y, o) Las demás que establezca la 

normativa vigente.; 

Que, el artículo 49 de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra 

las Mujeres reconoce como órganos competentes para otorgar medidas administrativas 

inmediatas de protección a las Juntas Cantonales de Protección de Derechos;   

Que, la disposición transitoria tercera de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la 

Violencia contra las Mujeres establece que todas las instituciones que formen parte del sistema 

Nacional Integral para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres en un plazo de 

noventa días contados a partir de la publicación del Reglamento General de esta ley en el 

registro oficial dictarán la normativa secundaria y protocolos necesarios para la aplicación y 

plena vigencia de esta ley; y, en el plazo de ciento ochenta días a partir de la publicación de 

esta ley los consejos cantonales de protección de derechos establecerán ordenanzas como parte 

de las políticas públicas locales para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres;   



Que, el articulo 38 literal m de la Ley Integral de Prevención y erradicación de la violencia 

contra las mujeres establece como responsabilidad de los Gobiernos Autónomos 

Descentralizados Promover iniciativas locales como Mesa Intersectorial de Violencia, Sistema 

Provincial Integrado de Prevención y Atención de las Víctimas de Violencia de Género y, 

servicios de atención de casos de violencia de género; Redes locales, regionales y provinciales, 

de organismos públicos y organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la temática, entre 

otras; 

Que, la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, en su 

transitoria NOVENA. - Señala que, en el plazo de ciento ochenta días a partir de la publicación 

de esta Ley, los Consejos Cantonales de Protección de Derechos establecerán ordenanzas como 

parte de las políticas públicas locales para prevenir y erradicar la violencia. 

Que, el articulo 1del Reglamento General de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar 

la Violencia Contra las Mujeres tiene por objeto Artículo 1.- Objeto. - “El presente Reglamento 

General tiene por objeto establecer las normas de aplicación de la Ley Orgánica Integral para 

Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres; así como definir los procedimientos para 

la prevención, atención, protección y reparación de las mujeres víctimas de violencia” 

Que, la ORDENANZA PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN INTEGRAL, 

ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA EN CONTRA DE LAS MUJERES Y DE LAS 

PERSONAS DE LA DIVERSIDADES SEXOGENERICAS DEL CANTÓN GUALAQUIZA, 

que fue publicada en el Registro Oficial Edición- Especial N° 901, de fecha ..... 

En uso de las facultades conferidas en el Art. 240 de la Constitución de la República del Ecuador 

y en el Art. 57 literales a), b) y c) del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía 

y Descentralización, expide la siguiente: 

PRIMERA REFORMA A LA ORDENANZA PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN 

INTEGRAL, ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA EN CONTRA DE LAS MUJERES Y 

DE LAS PERSONAS DE LA DIVERSIDADES SEXOGENERICAS DEL CANTÓN 

GUALAQUIZA. 

Art. 1.- Sustitúyase el Art. 14 por el siguiente 

Artículo 14.- Los Integrantes del sistema local de prevención y erradicación de la violencia de 

género contra las mujeres y las personas de las diversidades sexo genéricas, en el cantón 

Gualaquiza son las instituciones que se especifican en la Ley Orgánica Integral para Prevenir y 

Erradicar la Violencia Contra las Mujeres y otras entidades presentes en el cantón de acuerdo 

con su representación local:  

a. El/la Director(a) Distrital del Ministerio de Educación o su delegado en el cantón 

Gualaquiza. 

b. Oficina Técnica 14OT 04 SALUD o su delegado en el cantón Gualaquiza. 

c. El/la Director(a) Distrital del Ministerio de Desarrollo Humano o su delegado en el cantón 

Gualaquiza. 

d. Los representantes del Ministerio del Interior en el Cantón Gualaquiza (Policía Nacional) 



e. Los representantes del Ministerio del Gobierno en el Cantón Gualaquiza (Jefatura Política 

y Oficina Técnica de la Mujer y Derechos Humanos o quien haga sus veces) 

f. El/la Jefe del Cuerpo de Bomberos del cantón Gualaquiza. 

g. El Consejo Cantonal de Protección de Derechos y sus representantes de la sociedad civil. 

h.  El/la Director ( a) Dirección Provincial Consejo de la Judicatura o su delegado 

i.  El/la Fiscal provincial de Morona Santiago o su delegado.  

j.  El/la Director(a) Provincial de la Defensoría Pública de Morona Santiago o el/la defensor 

(a) publico (a) designado (a)  para el cantón Gualaquiza. 

k. El/la Alcalde/sa del Gobierno Descentralizado Municipal del cantón Gualaquiza  

l. Los presidentes de los ocho Gobiernos Autónomos Descentralizados Parroquiales del cantón 

Gualaquiza o sus delegados, preferentemente quienes integren la comisión de igualdad y 

género. 

m. El/la Director(a) de la Dirección  Desarrollo Social del Gobierno Autónomo Descentralizado 

Municipal del cantón Gualaquiza 

n. La Junta Cantonal de Protección de Derechos.  

o. Organizaciones sociales del Cantón Gualaquiza. 

p. Redes u organizaciones que trabajan por los derechos humanos, la igualdad de género y la 

prevención y erradicación de la violencia, del cantón Gualaquiza. 

q. La persona representante de los Barrios del cantón Gualaquiza. 

Cada institución actuará según lo que dispone la Ley Orgánica Integral para Prevenir y 

Erradicar la Violencia contra las Mujeres y sus competencias.  

DISPOSICIÓN GENERAL 

PRIMERA. – El cambio de denominación de cualquiera de las instituciones integrantes del 

Sistema Local de Prevención y Erradicación de la Violencia de Género contra las Mujeres y las 

Personas de las Diversidades Sexo-Genéricas del cantón Gualaquiza, dispuesto por reforma 

legal, reestructuración institucional, fusión, absorción o cualquier acto normativo de autoridad 

competente, no invalidará los actos, resoluciones, convenios ni actuaciones ejecutados en el 

marco de la presente Ordenanza. En tales casos, toda referencia realizada a la institución con 

su denominación anterior se entenderá válidamente efectuada a la institución que asuma su 

nueva denominación, manteniéndose la plena vigencia y eficacia jurídica de las competencias, 

obligaciones y responsabilidades asignadas dentro del Sistema Local. 

Se exceptúa de lo previsto en el inciso anterior el caso en que una institución integrante sea 

suprimida, extinguida o eliminada sin sucesión institucional que asuma sus competencias y 

funciones dentro del Sistema Local; en dicho supuesto, será necesario tramitar la 

correspondiente reforma a la presente Ordenanza a fin de actualizar su integración y estructura 

orgánica. 



DISPOSICIÓN FINAL 

PRIMERA.- La presente Ordenanza entrará en vigencia a partir de su sanción por parte del 

Alcalde del GAD Municipal de Gualaquiza sin perjuicio de la publicación en la gaceta oficial, 

en la página web institucional y en el Registro Oficial. 

Dada y firmada en la Sala de Sesiones del Concejo del Gobierno Autónomo Descentralizado 

Municipal de Gualaquiza, provincia de Morona Santiago, a los veinticuatro días del mes de 

septiembre de dos mil veintiséis. 

 

 

 

 Ing. Francis Germán Pavón Sanmartín                                  Ab. Lucy Gardenia Alba Jimbo 

    ALCALDE DE GUALAQUIZA                                          SECRETARIA DEL CONCEJO 

 

 

SECRETARÍA DEL CONCEJO DEL GOBIERNO MUNICIPAL DEL CANTÓN 

GUALAQUIZA.-REMISIÓN: En concordancia al Art. 322 del Código Orgánico de 

Organización Territorial Autonomía y Descentralización, remito la “PRIMERA REFORMA 

A LA ORDENANZA PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN INTEGRAL, 

ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA EN CONTRA DE LAS MUJERES Y DE LAS 

PERSONAS DE LA DIVERSIDADES SEXOGENERICAS DEL CANTÓN 

GUALAQUIZA”, que en Sesión Ordinaria del Concejo Municipal del cantón Gualaquiza del 

17 de septiembre del 2026 y Sesión Ordinaria del Concejo Municipal del cantón Gualaquiza 

del 24 de septiembre del 2026 fue conocida, discutida y aprobada en dos debates. 

 

 

 

 Abg. Lucy Gardenia Alba Jimbo 

 SECRETARIA DEL CONCEJO 

 

 

ALCALDÍA DEL GOBIERNO MUNICIPAL DEL CANTÓN GUALAQUIZA.- 

SANCIÓN.- Gualaquiza, 28 de septiembre del 2026, a las 08h30- En uso de las facultades que 

me confiere los artículos 322 inciso cuarto y 324 del Código Orgánico de Organización 

Territorial Autonomía y Descentralización, SANCIONO la presente ordenanza y autorizo su 

promulgación y publicación. 

 

 

 

 

 Ing. Francis Germán Pavón Sanmartín  

ALCALDE DE GUALAQUIZA 



SECRETARÍA DEL CONCEJO DEL GOBIERNO MUNICIPAL DEL CANTON 

GUALAQUIZA.- CERTIFICACIÓN: En la Sala de Sesiones del Concejo Municipal del 

Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Gualaquiza, ciudad de Gualaquiza a las 

8h35 del día 28 de septiembre del 2026.- Proveyó y firmó la Ordenanza que antecede el señor 

Ing. Francis Pavón Sanmartín, Alcalde de Gualaquiza. CERTIFICO.- 

 

 

 

 

 

 Abg. Lucy Gardenia Alba Jimbo 

SECRETARIA DEL CONCEJO 
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